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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato, 18 dieciocho de julio de 2025 dos 

mil veinticinco. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por la cual 

se propone reformar el artículo 50, párrafos primero y segundo, así 

como su epígrafe; se deroga el párrafo tercero del artículo 50, de la Ley 

del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, se señala 

lo siguiente: 

I. MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 

Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 
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II. ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 20 de 

junio de 2025, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el proemio 

del presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para efecto de 

opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 24, celebrada el 26 veintiséis de junio del año 2025 

dos mil veinticinco, se dio cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un 

tanto de la Iniciativa a los Magistrados que lo integran, para efecto de 

recabar sus consideraciones, y posteriormente conformar la opinión 

jurídica respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el 

artículo 27 fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por las 

Magistradas y Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano 

de Justicia, mediante Sesión Extraordinaria de Pleno número 33, 

celebrada el 16 dieciséis de julio de 2025 dos mil veinticinco, se aprobó 

este documento en los términos que más adelante se detallan; en 

consecuencia se conformó la actual opinión jurídica. 
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En atención a lo anterior el Pleno, por conducto de la Presidencia 

de este Órgano de Justicia, procede en forma respetuosa a emitir 

opinión jurídica sobre la iniciativa presentada por el Grupo 

Parlamentario del Partido Acción Nacional y la Diputada de la 

Representación Parlamentaria del Partido de la Revolución 

Democrática, a efecto de reformar el artículo 50, párrafos primero y 

segundo, así como su epígrafe; se deroga el párrafo tercero del artículo 

50, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de 

Guanajuato. 

 

III. Comentario general sobre la viabilidad de la propuesta. 

Se considera viable la propuesta de reforma al artículo 50 de la Ley 

del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, ya que 

como bien se señala en la iniciativa, es un gran avance legislativo en 

materia de tutelar los derechos laborales de las personas ex integrantes 

de las instituciones de seguridad pública en el estado y sus municipios.  

La implementación de una limitante de hasta 12 meses para el 

pago de prestaciones en casos de cese injustificado de policías 

estatales es jurídicamente válida, pues constituye una medida que 

garantiza el resarcimiento del servidor público sin comprometer el 

equilibrio financiero del Estado. Esta limitante cumple con los principios 

de razonabilidad, proporcionalidad y respeto a los derechos 

fundamentales de los elementos de seguridad pública.  
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IV. CONTENIDO DE LA INICIATIVA 

Propone reformar el artículo 50 de la Ley del Sistema de Seguridad 

Pública del Estado de Guanajuato, cuando se trate del pago de 

indemnización por despido injustificado, agregando que la persona 

exintegrante de la institución de seguridad pública tendrá derecho a 

recibir una indemnización, que consistirá en tres meses de sueldo base, 

así como al pago de las demás prestaciones que perciba por la 

prestación de sus servicios, las cuales se computarán desde la fecha 

de su separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de 

terminación del servicio hasta por un periodo máximo de doce meses. 
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V. COMENTARIOS: 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), derivado de la 

contradicción de tesis 330/2018, emitió criterio jurisprudencial que dio 

lugar a la jurisprudencia 2a./J. 57/2019 (10a.)1. En la que se establece 

 

1“SEGURIDAD PÚBLICA. LA LIMITANTE TEMPORAL AL PAGO DE "Y LAS DEMÁS PRESTACIONES" QUE, CONFORME AL ARTÍCULO 
123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, CORRESPONDE A LOS 
MIEMBROS DE LOS CUERPOS POLICIACOS CESADOS INJUSTIFICADAMENTE, ES CONSTITUCIONAL (LEGISLACIÓN DE LOS ESTADOS DE 
TABASCO Y ESTADO DE MÉXICO). En términos del artículo 116, fracción VI, en relación con el diverso precepto 123, apartado B, fracción XIII, ambos 
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que los congresos locales están facultados para regular tanto el monto 

como el periodo por el cual deben pagarse las prestaciones a estos 

servidores públicos, respetando siempre las bases mínimas 

constitucionales previstas en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, 

que incluye una indemnización de tres meses de salario base y el pago 

de demás prestaciones que correspondan. 

En dicha ejecutoria la Segunda Sala del Alto Tribunal, resolvió en lo 

substancial que los Congresos Locales están facultados para emitir los 

ordenamientos administrativos correspondientes, que regulen (1) la 

relación que surge entre los miembros de las instituciones policiales y 

cada entidad federativa; (2) la manera en que se integra la 

indemnización a que tengan derecho como consecuencia del cese 

arbitrario de su cargo; y (3) el monto a pagar por concepto de las 

“demás prestaciones”, o algún límite razonable para su cuantificación. 

La Corte consideró que la limitante temporal no vulnera los 

derechos laborales de los policías, siempre y cuando se trate de una 

medida razonable y proporcional que busque la protección de las 

 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las legislaturas locales están facultadas para regular la manera en que se integra la 
indemnización a que tengan derecho los servidores públicos mencionados, como consecuencia del cese arbitrario de su cargo, así como para establecer 
el monto a pagar del concepto "y las demás prestaciones a que tenga derecho", incluso el periodo por el que deban pagarse, respetando los parámetros 
establecidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación como mínimos en la indemnización correspondiente. Ahora, si bien la Segunda Sala en la 
jurisprudencia 2a./J. 110/2012 (10a.), de rubro: "SEGURIDAD PÚBLICA. INTERPRETACIÓN DEL ENUNCIADO ‘Y DEMÁS PRESTACIONES A QUE 
TENGA DERECHO’, CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 
DE JUNIO DE 2008.", se pronunció en cuanto al alcance del referido concepto, dicho criterio no fijó limitante alguna a la libertad configurativa del legislador 
local para regular los montos o la temporalidad por la que deberían cubrirse tales prestaciones. En esa tesitura, la limitante temporal al pago de las referidas 
prestaciones es razonable y proporcional, en virtud de que atiende a la protección de las partidas presupuestarias fijadas para el pago de las 
indemnizaciones; así mismo, se trata de una medida que persigue un fin justificado y que es adecuada, así como proporcional para su consecución, en 
tanto que no se advierten efectos desmesurados en relación con el derecho de resarcimiento del servidor público”. Jurisprudencia de la Décima Época, 
visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 65, Abril de 2019, Tomo II, página 1277, con Registro digital: 2019648. 

 



 

7 

 

finanzas públicas y las partidas presupuestarias estatales y municipales, 

en concordancia con el artículo 126 de la Constitución Federal. 

Establecer en la legislación estatal un límite temporal de 12 meses 

para el pago de prestaciones a policías cesados injustificadamente 

representa un equilibrio racional entre el derecho resarcitorio y la 

sostenibilidad financiera de las instituciones públicas. La Suprema Corte 

ha avalado la posibilidad de que las legislaturas locales regulen el 

alcance y contenido de las prestaciones en función de su realidad 

presupuestaria, sin desconocer los parámetros constitucionales. Así, el 

Congreso de Guanajuato puede, sin vulnerar derechos, delimitar el 

tiempo en que el Estado está obligado a indemnizar mediante la 

remuneración diaria ordinaria, evitando cargas perpetuas e inciertas 

sobre las finanzas públicas. 

La reforma no reduce derechos fundamentales, sino que 

establece un criterio técnico y responsable para dar certidumbre tanto 

al trabajador afectado como a la autoridad pagadora. En lugar de 

permitir condenas indefinidas —que en la práctica fomentan el 

alargamiento artificial de los procesos judiciales—, la limitante a 12 

meses acota la obligación resarcitoria a un marco temporal razonable, 

previniendo que las prestaciones de origen compensatorio se 

conviertan en prestaciones permanentes. Esto protege el erario y 

permite una mejor planificación del gasto público, sin desconocer el 

derecho constitucional a la indemnización. 
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El criterio adoptado por la Suprema Corte en casos de Tabasco y 

Estado de México confirmó que estas limitaciones no son arbitrarias, 

sino medidas razonables que permiten garantizar el derecho a la 

reparación sin afectar la función administrativa esencial del Estado. 

Incluso se reconoció que el artículo 126 constitucional impide 

erogaciones fuera del presupuesto aprobado. Así, la medida 

propuesta para Guanajuato se inscribe en el marco constitucional 

federal, sin exceder lo previsto como garantías mínimas para los 

elementos policiales. 

Adicionalmente, desde una perspectiva de gobernabilidad 

administrativa, el límite temporal previene la litigiosidad prolongada, 

favoreciendo resoluciones prontas y definitivas. La experiencia de los 

tribunales administrativos locales muestra que la ausencia de un límite 

generó conflictos interminables en el cumplimiento de sentencias, 

afectando tanto la eficacia judicial como la confianza institucional. La 

medida, por tanto, no solo protege al Estado, sino que contribuye a 

fortalecer el principio de seguridad jurídica y la estabilidad en la 

función pública. 

Asimismo, la reforma sitúa a Guanajuato en línea con las entidades 

federativas que ya han implementado este modelo, garantizando a los 

policías despedidos un resarcimiento cierto y suficiente, sin poner en 

riesgo las finanzas estatales ni comprometer otros programas públicos 

prioritarios. Se trata de una decisión legislativa sensata, 

constitucionalmente válida y socialmente responsable. 
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En el Estado de Guanajuato existe ya un precedente práctico que 

valida la razonabilidad y constitucionalidad de la limitante de 12 meses 

al pago de prestaciones a elementos de seguridad pública cesados 

injustificadamente. En un caso concreto resuelto por el Tribunal de 

Justicia Administrativa del Estado, relativo a un agente de investigación 

criminal de la Fiscalía General del Estado, se aplicó expresamente el 

artículo 102, fracción II, de la Ley Orgánica de dicha Fiscalía, que 

establece dicha limitación temporal, determinándose que no vulnera 

derechos fundamentales ni normas internacionales aplicables. 

Este criterio fue posteriormente confirmado por un Tribunal 

Colegiado de Circuito2, es decir, por el Poder Judicial Federal, al 

conocer del amparo directo promovido por el servidor público 

inconforme con la limitante. En su sentencia, el Tribunal Federal 

concluyó que el tope de 12 meses previsto en la legislación estatal es 

razonable y proporcional, pues atiende a la protección de las partidas 

presupuestarias y no genera efectos desmesurados respecto al 

derecho resarcitorio del trabajador afectado. La decisión se sustentó 

en la jurisprudencia 2a./J. 57/2019 (10a.) de la Suprema Corte. 

La validación por el Poder Judicial de la Federación refuerza la 

certeza jurídica del modelo adoptado por Guanajuato. La sentencia 

colegiada reconoció expresamente que el legislador local tiene 

 

2 
https://sise.cjf.gob.mx/SVP/word1.aspx?arch=1321/13210000279156320007007.pdf_1&sec=Jos%C3%A9_Luis_Guerrer

o_Hern%C3%A1ndez&svp=1  

https://sise.cjf.gob.mx/SVP/word1.aspx?arch=1321/13210000279156320007007.pdf_1&sec=Jos%C3%A9_Luis_Guerrero_Hern%C3%A1ndez&svp=1
https://sise.cjf.gob.mx/SVP/word1.aspx?arch=1321/13210000279156320007007.pdf_1&sec=Jos%C3%A9_Luis_Guerrero_Hern%C3%A1ndez&svp=1
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competencia para establecer dicho límite temporal, sin que ello afecte 

el núcleo esencial del derecho a la indemnización previsto en el 

artículo 123, apartado B, fracción XIII, constitucional. En ese sentido, el 

precedente judicial no sólo avala la constitucionalidad de la medida, 

sino que legitima su conveniencia como política pública de 

resarcimiento ordenado. 

Es importante destacar que, en dicho caso, el Tribunal Colegiado 

reconoció que la medida protege eficazmente los recursos estatales 

frente a prácticas procesales dilatorias o estrategias orientadas a 

maximizar el monto de las prestaciones mediante el alargamiento de 

juicios. El criterio federal considera que la limitante a 12 meses resuelve 

esta problemática sin dejar en desamparo a los servidores públicos 

afectados, dado que reciben un resarcimiento suficiente y conforme a 

parámetros constitucionales. 

Por ello, incorporar en la Ley del Sistema de Seguridad Pública del 

Estado de Guanajuato una limitante idéntica para policías estatales y 

municipales no sólo es jurídicamente viable, sino que resulta 

congruente con el marco institucional ya validado para personal de la 

Fiscalía. Se trata de replicar un modelo avalado por el Poder Judicial 

Federal, lo que brinda al Legislativo la confianza de que esta reforma 

es constitucional, proporcional y necesaria para garantizar tanto el 

derecho resarcitorio como la estabilidad presupuestaria del Estado. 

El segundo párrafo de la fracción Xlll del Apartado B del artículo 

123 de la Constitución Federal, contiene la prohibición respecto a la 

reinstalación de los integrantes de las instituciones policiales que por 
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cualquier causa sean separados o removidos de su cargo, con 

independencia del resultado del medio de defensa promovido. 

De conformidad con el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos3 Se desprende, 

que un miembro de una institución policial se regirá por sus propias 

leyes, lo que significa que está sujeto al régimen jurídico administrativo 

que regula la función de seguridad pública.  

Asimismo, del precepto constitucional invocado se infiere también, 

que en el supuesto de que el integrante de un cuerpo de seguridad 

pública sea destituido, separado, cesado o dado de baja de su cargo 

y la autoridad jurisdiccional resolviere que fue injustificada la forma de 

terminación de la relación que mantenía con el cuerpo al que 

 

3 Artículo 123.- Toda persona […] 

A. […] 

B. Entre los Poderes de la Unión, el Gobierno del Distrito Federal y sus trabajadores: 

I. a XII. […] 

XIII. Los militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes del Ministerio Público, peritos y los miembros de las 

instituciones policiales, se regirán por sus propias leyes. 

Los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones policiales de la Federación, el Distrito 

Federal, los Estados y los Municipios, podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los requisitos que las leyes 

vigentes en el momento del acto señalen para permanecer en dichas instituciones, o removidos por incurrir en responsabilidad 

en el desempeño de sus funciones. Si la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier 

otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás 

prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera que sea el 

resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido. 

[…] 
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pertenecía, «[…] el Estado sólo estará obligado a pagar la 

indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, […] ». 

Igualmente se aprecia, que el precepto constitucional que nos 

ocupa establece en términos amplios, que el elemento de una 

institución policial afectado por una destitución, separación, cese o 

baja tiene derecho a una indemnización, pero también a las «demás 

prestaciones», sin puntualizar lo que debe entenderse por ese 

concepto. 

En este sentido, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación en el criterio jurisprudencial 2a./J. 110/20124, con el rubro: 

«SEGURIDAD PÚBLICA. INTERPRETACIÓN DEL ENUNCIADO "Y DEMÁS PRESTACIONES A 

QUE TENGA DERECHO", CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN 

XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE 

LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008», instituyó que el pago de las «demás 

prestaciones a que tenga derecho», como parte integrante de la 

obligación resarcitoria del Estado, debe interpretarse como el deber 

de pagar la remuneración diaria ordinaria, así como los beneficios, 

recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, 

retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones, o 

 

4
 Décima Época; Registro: 2001770; Instancia: Segunda Sala; Jurisprudencia; Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Libro XII, septiembre de 2012, Tomo 2; 

Materia(s): Constitucional; Tesis: 2a./J. 110/2012 (10a.); Página: 617.  
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cualquier otro concepto que percibía el servidor público por la 

prestación de sus servicios.  

Por consiguiente, para el cálculo del monto de la indemnización 

constitucional, así como de las demás prestaciones a que tenga 

derecho, se estima oportuno realizar el cálculo de la última 

remuneración diaria ordinaria percibida, atendiendo a la suma de 

emolumentos que se le entregaban de forma regular, periódica y 

continua al ex integrante de las instituciones de seguridad. 

En esa línea, por técnica legislativa5 entendida como “el arte de 

construir un ordenamiento jurídico bien estructurado en sus principios e 

integrado por normas correctamente formuladas”, se considera un 

gran acierto en la propuesta de reforma, comenzar desde el propio 

epígrafe de la ley. 

Atento a la jurisprudencia número 2a./J. 110/20126, emitida por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que al 

rubro indica: «SEGURIDAD PÚBLICA. INTERPRETACIÓN DEL ENUNCIADO "Y DEMÁS 

PRESTACIONES A QUE TENGA DERECHO", CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO 

B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL 

 

5 Sainz Moreno Fernando, “Técnica legislativa: una visión unitaria de una materia plural”, 

Madrid, Tecnos, 1994 

6 publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Libro XII, septiembre de 2012, Tomo 

2, Décima Época, página 617. 
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DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008» es procedente el 

reconocimiento de las remuneraciones ordinarias dejadas de percibir. 

En efecto, como se desprende de la ejecutoria de la que deriva la 

jurisprudencia en cita, el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece la 

obligación resarcitoria del Estado a favor de los miembros de 

instituciones policiales de la Federación, la Ciudad de México, los 

estados y los municipios, cuando la autoridad jurisdiccional resolviera 

que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de 

terminación del servicio, sea injustificada; mediante el pago de la 

indemnización «y demás prestaciones a las que tenga derecho».  

Luego, aun cuando en el proceso legislativo del cual derivó la 

reforma a la norma constitucional en comento, no se precisaron las 

razones para incorporar el enunciado «y demás prestaciones a que 

tenga derecho», debe interpretarse como el deber de pagar la 

remuneración diaria ordinaria, así como los beneficios, recompensas, 

estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, 

subvenciones, haberes, dietas, compensaciones o cualquier otro 

concepto que percibía el servidor público por la prestación de sus 

servicios, desde que se concretó su separación, cese, remoción o baja, 

y hasta que se realice el pago correspondiente. 

Lo anterior es así, porque el enunciado normativo en cuestión 

forma parte de la obligación resarcitoria del Estado ante la 

imposibilidad absoluta de reincorporarlos (a pesar de que la autoridad 

jurisdiccional resolviera que la separación fue injustificada).  
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Se ha estimado por parte de este tribunal que el artículo 50, tercer 

párrafo, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de 

Guanajuato7 viola en perjuicio de los ex integrantes de las instituciones 

de seguridad pública los derechos humanos de igualdad y de no 

discriminación, por razón de la condición de integrante de una 

institución policial municipal, que derivan de los numerales 1 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 26 del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 24 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos; y por ello, lo procedente es su 

inaplicación al tenor de las consideraciones que sustentan la tesis 

aislada XVI.1o.A.T.10 K (10a.) del Primer Tribunal Colegiado en Materias 

Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito8 de rubro: 

«SEGURIDAD PÚBLICA. EL ARTÍCULO 50 DE LA LEY DE LA MATERIA DEL ESTADO DE 

GUANAJUATO, AL PROSCRIBIR EL PAGO DE SALARIOS CAÍDOS EN CASO DE CESE 

INJUSTIFICADO DE LOS MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIACAS, VIOLA EL 

DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN PREVISTO EN LOS 

ARTÍCULOS 1o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, 26 DEL PACTO INTERNACIONAL DE 

DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS Y 24 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE 

DERECHOS HUMANOS (CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO)». Lo que se 

 

7 Separación de los servidores públicos de índole ministerial, pericial y de las Instituciones Policiales  

Artículo 50. […]  

En ningún caso procederá el pago de salarios caídos. […] 

8 Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, décima época, libro XII, septiembre 

de 2012, tomo 3, página 1978, registro 2001769. 
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complementa con esta nueva iniciativa de reforma porque la 

implementación de una limitante de hasta 12 meses para el pago de 

prestaciones en casos de cese injustificado de policías estatales es 

jurídicamente válida, pues constituye una medida que garantiza el 

resarcimiento del servidor público sin comprometer el equilibrio 

financiero del Estado.  

VI. CONCLUSIONES: 

La adecuación del derecho a la realidad supone necesariamente 

una revisión periódica de los ordenamientos legales, 

independientemente de su alcance evolutivo de todo texto normativo, 

ya que este alcance o capacidad tiene sus propias limitaciones.  

La iniciativa propuesta es jurídicamente viable y socialmente 

conveniente, al establecer un equilibrio entre el derecho resarcitorio de 

los policías cesados injustificadamente y la protección del erario 

público estatal y municipal. Sin vulnerar derechos, la reforma garantiza 

un resarcimiento suficiente y cierto mediante el pago de prestaciones 

hasta por un periodo razonable de 12 meses, alineándose a criterios 

establecidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y 

confirmados por tribunales federales. Así, se fortalece el marco jurídico 

estatal con una medida proporcional, respetuosa de las bases 

constitucionales, y adecuada a la realidad presupuestaria de 

Guanajuato. 

Adicionalmente, la reforma ofrece beneficios prácticos relevantes 

para la sociedad guanajuatense: otorga certeza jurídica a los 
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elementos de seguridad pública, promueve la eficiencia en la gestión 

administrativa y protege los recursos públicos destinados a seguridad y 

otros servicios esenciales. En definitiva, esta iniciativa refleja un ejercicio 

legislativo responsable que contribuye a un sistema de seguridad más 

sólido, justo y sostenible en beneficio de todos los habitantes del Estado. 

Por tanto, se considera que la presente iniciativa de reforma es 

favorable para que el Estado de Guanajuato siga continuando con su 

obligación constitucional y convencional de seguir promoviendo y 

protegiendo los derechos humanos de las personas en general, pero 

en este caso particular de los ex integrantes de las instituciones de 

seguridad pública.  

La anterior opinión la emite el Pleno de este Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato, con la intención de aportar 

al trabajo legislativo, con el ánimo de construir un mejor estado de 

derecho y proporcionar seguridad jurídica a los particulares y a sus 

derechos humanos, reconocidos por la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos.  

 

 


